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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 1017/2024/3
PARTE ACTORA:
**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECCIÓN DE COMERCIO MUNICIPAL DEL AYUNTAMIENTO DE SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ, SAN LUIS POTOSÍ
MAGISTRADO:

LICENCIADO JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA.
San Luis Potosí, S.L.P., doce de mayo de dos mil veintiséis.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo número 1017/2024/3, promovido por **********, contra actos de la Dirección de Comercio Municipal del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí; y,
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito recibido en este Tribunal con fecha catorce de octubre de dos mil veinticuatro, compareció **********, demandando a la Dirección de Comercio Municipal del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí; por la nulidad del permiso provisional de folio **********, expedido a nombre de ********** por parte de la Dirección de Comercio Municipal del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí.
II.- Por auto de veintidós de noviembre de dos mil veinticuatro se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, para que contestara dentro del término legal lo que a su interés conviniera.

III.- Por auto de fecha tres de julio de dos mil veinticinco, se tuvo a la autoridad demandada por contestando la demanda instaurada en su contra, se ordenó correr traslado a la parte actora con copia del escrito de contestación para que manifestara lo que a su derecho correspondía.

IV. Por auto de treinta de septiembre de dos mil veinticinco, se fijó fecha y hora para la celebración de la audiencia final, a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 
V.- Con fecha veintitrés de octubre de dos mil veinticinco, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes, en la cual el Secretario de Acuerdos dio cuenta de las actuaciones en autos; en la etapa de pruebas, se tienen por desahogadas las pruebas que fueron admitidas y ofrecidas por las partes de acuerdo a su propia naturaleza, y se hizo constar que no existen pruebas pendientes que desahogar; en etapa de alegatos se dio cuenta de que no se formularon alegatos por las partes; concluida la audiencia se citó para resolver en definitiva.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, le corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 25, 26, 33, 35 fracción VIII, y 37, fracción I, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia administrativa sobre un acto definitivo dictado en agravio de un particular por una autoridad municipal con residencia en esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.

La parte actora compareció por derecho propio; y su interés jurídico se acredita de acuerdo con el artículo 231, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con el oficio **********, de fecha cuatro de septiembre de dos mil veinticuatro, suscrito por el Lic. Daniel Gerardo Cabrera Medina, Síndico Municipal del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., que obra a foja 10 del expediente; documental pública a la que se le otorga valor probatorio pleno, de conformidad con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, al haber sido emitida por una autoridad en ejercicio de sus funciones, el cual se encuentra dirigido a la parte actora en este juicio, **********.
**********La personalidad y legitimidad de la C. Irma Patricia Cuevas Ovalle, Directora de Giros Mercantiles de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., quien compareció en representación de la demandada, se acreditó con la copia certificada de su nombramiento, que obra a foja 89 del expediente en el que se actúa, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220, párrafo tercero, del Código Procesal Administrativo para el Estado; documental que tiene valor probatorio pleno, de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de  un documento expedido por un servidor público en ejercicio de sus funciones.

TERCERO.- La litis planteada en este juicio, se hace consistir en la legalidad o ilegalidad del permiso provisional de folio **********, expedido a nombre de ********** por parte de la Dirección de Comercio Municipal del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, el cual obra en copia certificada a foja 91 de este sumario.

CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria analiza las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento del juicio, se traduce en la imposibilidad jurídica de que este órgano jurisdiccional estudie y decida sobre el fondo de la controversia.
Es aplicable al efecto, la tesis que dice:

Registro digital: 221332

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Octava Época

Materias(s): Administrativa

Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo VIII, Noviembre de 1991, página 185

Tipo: Aislada

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO.   Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia.

En ese tenor, se advierte que las autoridades demandadas, al producir la contestación a la demanda, opusieron la causal de sobreseimiento prevista en el artículo 229, fracción VI, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, sosteniendo que el juicio quedó sin materia, en virtud de que el permiso provisional de folio **********, expedido a nombre de ********** por parte de la Dirección de Comercio Municipal del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, cuya nulidad se solicita por el actor, quedó sin efectos al perder su vigencia.
Causal de improcedencia y sobreseimiento que a juicio de esta Sala Unitaria, resulta fundada, en atención a las siguientes consideraciones de hecho y de derecho que a continuación se exponen.
El artículo 229, fracción VI, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, establece:
ARTÍCULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio:

[…]

VI. Si el juicio queda sin materia.

[…]

Del contenido del precepto legal transcrito se advierte que, la causal de sobreseimiento por quedar sin materia el juicio, consiste en que el acto o la disposición general impugnado no pueda surtir efecto alguno, legal o materialmente, por haber dejado de existir el objeto o materia del mismo, y, por ende, cuando el acto o resolución impugnados sean revocados o dejen de surtir efectos por el vencimiento de su vigencia, ello genera, como efecto inmediato y directo, que el juicio contencioso administrativo quede totalmente sin materia.

Es pertinente señalar además que, el juicio contencioso administrativo tiene por finalidad resolver una controversia de intereses, de trascendencia jurídica, mediante una sentencia, que debe emitir un órgano del Estado, autónomo e imparcial, dotado, por supuesto, de facultades jurisdiccionales.   Esta sentencia, como todas, se caracteriza por ser vinculatoria para las partes litigantes.
Así, cuando cesan los efectos, desaparece o se extingue el litigio, por el surgimiento de una solución auto compositiva o porque deja de existir la pretensión o la resistencia, el proceso queda sin materia y, por tanto, ya no tiene objeto alguno continuar con el estudio de los conceptos de impugnación planteados por el accionante.

Ante esta situación, lo procedente, conforme a Derecho, es dar por concluido el juicio o proceso, mediante el dictado de una sentencia de desechamiento de la demanda, siempre que tal situación se presente antes de la admisión de la demanda o bien mediante una sentencia de sobreseimiento, si la demanda ya ha sido admitida.   En este sentido, se precisa que la razón de ser de la mencionada causal de improcedencia se concreta al faltar la materia del proceso, lo cual vuelve ocioso y completamente innecesario iniciar o continuar la instrucción del juicio o el estudio de los conceptos de impugnación planteados.   Lo anterior de conformidad con el criterio contenido en la tesis que señala:
Registro digital: 194697

Instancia: Primera Sala

Novena Época

Materias(s): Común

Tesis: 1a./J. 3/99

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo IX, Enero de 1999, página 13

Tipo: Jurisprudencia

IMPROCEDENCIA. ESTUDIO PREFERENCIAL DE LAS CAUSALES PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 73 DE LA LEY DE AMPARO.   De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo del artículo 73 de la Ley de Amparo las causales de improcedencia deben ser examinadas de oficio y debe abordarse en cualquier instancia en que el juicio se encuentre; de tal manera que si en la revisión se advierte que existen otras causas de estudio preferente a la invocada por el Juez para sobreseer, habrán de analizarse, sin atender razonamiento alguno expresado por el recurrente. Esto es así porque si bien el artículo 73 prevé diversas causas de improcedencia y todas ellas conducen a decretar el sobreseimiento en el juicio, sin analizar el fondo del asunto, de entre ellas existen algunas cuyo orden de importancia amerita que se estudien de forma preferente. Una de estas causas es la inobservancia al principio de definitividad que rige en el juicio de garantías, porque si, efectivamente, no se atendió a ese principio, la acción en sí misma es improcedente, pues se entiende que no es éste el momento de ejercitarla; y la actualización de este motivo conduce al sobreseimiento total en el juicio. Así, si el Juez de Distrito para sobreseer atendió a la causal propuesta por las responsables en el sentido de que se consintió la ley reclamada y, por su parte, consideró de oficio que respecto de los restantes actos había dejado de existir su objeto o materia; pero en revisión se advierte que existe otra de estudio preferente (inobservancia al principio de definitividad) que daría lugar al sobreseimiento total en el juicio y que, por ello, resultarían inatendibles los agravios que se hubieren hecho valer, lo procedente es invocar tal motivo de sobreseimiento y con base en él confirmar la sentencia, aun cuando por diversos motivos, al sustentado por el referido Juez de Distrito.

Asimismo, en lo conducente las tesis aisladas que disponen lo siguiente:
Registro digital: 213147

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Octava Época

Materias(s): Común

Tesis: XXI.1o.60 K

Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo XIII, Marzo de 1994, página 379

Tipo: Aislada

IMPROCEDENCIA.   Sea que las partes la aleguen o no, debe examinarse previamente la procedencia del juicio de amparo, por ser esa cuestión de orden público en el juicio de garantías.

Registro digital: 172017

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Novena Época

Materias(s): Administrativa

Tesis: IV.2o.A.201 A

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVI, Julio de 2007, página 2515

Tipo: Aislada

IMPROCEDENCIA DEL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. EL ANÁLISIS DE LAS CAUSAS RELATIVAS ES DE ORDEN PÚBLICO Y, POR LO TANTO, SI EN EL RECURSO DE REVISIÓN EL JUZGADOR ADVIERTE LA ACTUALIZACIÓN DE ALGUNA, CUYO ESTUDIO ES PREFERENTE A LAS EXAMINADAS POR EL A QUO O A LAS HECHAS VALER POR LAS PARTES, DEBE PRONUNCIARSE DE OFICIO AL RESPECTO SIN ESTUDIAR LOS AGRAVIOS (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN).   Las causas de improcedencia del juicio contencioso administrativo tienen el carácter de presupuestos procesales que deben ser atendidos previamente a la decisión de fondo, porque el análisis de las acciones sólo puede llevarse a efecto si aquél se ha tramitado conforme a los lineamientos establecidos en la ley, pues de no ser así, el juzgador estaría impedido para resolver sobre la controversia propuesta, ya que al impartir justicia en términos del artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el deber de ajustarse a los mecanismos jurídicos establecidos por el legislador para el ejercicio de la función jurisdiccional. Por ello, la improcedencia del juicio contencioso es una cuestión de orden público que debe estudiarse aun de oficio, sin que se permita a los particulares o al Juez su variación, pues no está sujeto a la voluntad de éstos, en tanto las normas de derecho procesal son obligatorias para todos los sujetos del proceso. Además, la preservación de los juicios no tiene una jerarquía superior a la seguridad jurídica, porque no es dable legalmente mantener uno que es improcedente en detrimento de una justicia pronta, completa e imparcial. Luego, el juzgador, en aras de garantizar la seguridad jurídica de las partes en el proceso, siempre debe asegurarse de que el juicio sea procedente, en cualquier momento de la contienda, y hasta el dictado de la sentencia definitiva, incluso en la segunda instancia. Dicho estudio oficioso se encuentra contenido implícitamente en el artículo 48 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, al prever el desechamiento de demandas notoriamente improcedentes, cuando las partes o terceros ni siquiera han podido proponer la improcedencia del juicio, por lo que con mayor razón el ad quem tiene esa posibilidad después de haberse sustanciado el procedimiento en primera instancia; lo cual también se advierte del artículo 57, fracción II, de la mencionada ley, que dispone que el sobreseimiento procede cuando aparezca o sobrevenga alguna causa de improcedencia de las establecidas en el artículo 56 del mismo ordenamiento. En esa tesitura, si se promueve el recurso de revisión previsto en el artículo 89 de la aludida ley contra la sentencia que decretó el sobreseimiento en el juicio, y el tribunal de alzada advierte un motivo de improcedencia que es de análisis preferente al examinado oficiosamente por el a quo o al hecho valer por alguna de las partes, no debe abordar el estudio del agravio propuesto para desestimar la causa de improcedencia, ya que de hacerlo implicaría una innecesaria dilación en la resolución del asunto, en detrimento de la garantía de prontitud en la administración de justicia, pues podría darse el caso de un acucioso análisis para desestimarla y abocarse entonces al estudio de la diversa causa advertida de oficio, siendo que será ésta la que, al final de cuentas, rija el sentido de la decisión.

La vigencia de los actos administrativos es la cualidad de que los hace válidos, efectivos o aplicables en un periodo de tiempo determinado; tratándose de los permisos y autorizaciones, se refiere principalmente al lapso e que surte efectos jurídicos y se considera legalmente existentes.
En el caso a estudio, el actor en su escrito recibido en este Tribunal con fecha catorce de octubre de dos mil veinticuatro, demanda a la Dirección de Comercio Municipal del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, la nulidad del permiso provisional de folio **********, expedido a nombre de ********** por parte de la Dirección de Comercio Municipal del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí.

El permiso provisional de folio **********, expedido a nombre de ********** por parte de la Dirección de Comercio Municipal del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, con fecha diecinueve de septiembre de dos mil veinticuatro, obra en copia certifica a foja 91 del sumario, a la cual se le otorga valor probatorio pleno, de conformidad con los artículos permiso provisional de folio **********, expedido a nombre de ********** por parte de la Dirección de Comercio Municipal del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, al tratarse de un documento expedido por un funcionario público en ejercicio de sus funciones.

Ahora bien, del contenido de la citada documental pública, se advierte de manera indubitable que en el mismo aparece como fecha de terminación de vigencia el “30 DE OCTUBRE DE 2024”; por lo que, si el permiso provisional de folio **********, expedido a nombre de ********** por parte de la Dirección de Comercio Municipal del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, estuvo vigente del 19 de septiembre de 2024 al 30 de octubre de 2024, es una cuestión incontrovertible que, a la fecha, dicho permiso ha cesado de surtir efecto alguno, por haber expirado su vigencia; por lo que cabe concluir que, la materia del presente juicio ha dejado de existir.
De lo anterior, que deba decretarse su sobreseimiento del juicio, como al efecto quedará establecido en los puntos resolutivos del presente fallo, sin que para ello resulte necesario proceder al estudio de los conceptos de impugnación hechos valer por el actor, dado que el permiso materia de la litis ha dejado de producir efectos jurídicos y las pretensiones que busca hacer efectivas el accionante, no es otra sino la anulación definitiva del acto que impugnó, ello de conformidad a lo dispuesto en el artículo 233, fracción VI, de del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Así pues, al constituir un elemento esencial de la acción ejercitada, de acuerdo a la distribución de las cargas probatorias reguladas en los artículos 273 y 274 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, de aplicación supletoria por disposición expresa del artículo 217, párrafo segundo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y al quedar ´plenamente acreditado que cesaron los efectos del acto impugnado o éste no pueda surtir efecto legal o material alguno, por haber dejado de existir el objeto o materia del mismo, es incuestionable que se actualiza en la especia la causal de improcedencia prevista en la fracción IX del artículo 228 con relación al artículo 229, fracción VI, ambos del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Es aplicable al particular en sustento jurídico al criterio sustentado por esta Sala Unitaria el criterio emitido en la tesis que a continuación se cita:
Registro digital: 249624

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Séptima Época

Materias(s): Común

Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Volumen 175-180, Sexta Parte, página 202

Tipo: Aislada

SOBRESEIMIENTO. PARA DECRETARLO BASTA LA JUSTIFICACION DE UNA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA.   Estando justificada la causal de improcedencia de extemporaneidad en la presentación de la demanda, resulta innecesario analizar si en la especie se surte o no la diversa causal de improcedencia invocada por el Juez Federal para sobreseer en el juicio y que la hizo consistir en que se trataba de actos derivados de otros consentidos, porque independientemente de que esta causal se surtiera o no, lo cierto es que habiéndose justificado una de ellas, el juicio de amparo resulta improcedente y ello amerita el sobreseimiento; sin que sea menester para decretarlo que opere más de una causal de improcedencia respecto del mismo acto reclamado.

Por lo anterior, no ha lugar a entrar al estudio de los conceptos de impugnación hechos valer por la parte actora, al actualizarse la causal de improcedencia antes descrita, como así lo establece la siguiente jurisprudencia:
Registro digital: 212468

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Octava Época

Materias(s): Administrativa

Tesis: VI. 2o. J/280

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Núm. 77, Mayo de 1994, página 77

Tipo: Jurisprudencia

SOBRESEIMIENTO DEL JUICIO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO, NO PERMITE ENTRAR AL ESTUDIO DE LAS CUESTIONES DE FONDO.   No causa agravio la sentencia que no se ocupa de los conceptos de anulación tendientes a demostrar las causales de nulidad de que adolece la resolución impugnada, que constituye el problema de fondo, si se declara el sobreseimiento del juicio contencioso-administrativo.

En este orden de ideas, dado que el juicio ha quedado sin materia por haber cesado los efectos del acto impugnado, procede decretar el sobreseimiento del presente juicio, conforme a la fracción IX del artículo 228, en relación con la fracción VI del artículo 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Apoya el presente criterio de sobreseimiento, por las razones que le justifican, la tesis que reza:
Registro digital: 2004217

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Décima Época

Materias(s): Constitucional, Común

Tesis: III.4o.(III Región) 14 K (10a.)

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XXIII, Agosto de 2013, Tomo 3, página 1641

Tipo: Aislada

DERECHOS HUMANOS. LA REFORMA CONSTITUCIONAL EN ESA MATERIA NO PERMITE CONSIDERAR QUE LAS CAUSALES DE IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO SEAN INAPLICABLES Y, POR ELLO, SE LESIONE EL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA.   Mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación fue reformado, además de otros, el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos con el fin de precisar, entre otras cuestiones, que en este País todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección; que las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con dicha Constitución y con los tratados internacionales de la materia, favoreciendo en todo tiempo a las personas con la protección más amplia, y que todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos. Ahora bien, los artículos 17 constitucional y 25, numeral 1, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que reconocen el derecho de las personas a que se les administre justicia, el acceso a ésta y a contar con un recurso sencillo y rápido, o efectivo, de ninguna manera pueden ser interpretados en el sentido de que las causales de improcedencia del juicio de amparo sean inaplicables, ni que el sobreseimiento en él, por sí, viola esos derechos. Por el contrario, como el derecho de acceso a la justicia está condicionado o limitado a los plazos y términos que fijen las leyes, es claro que en ellas también pueden establecerse las condiciones necesarias o presupuestos procesales para que los tribunales estén en posibilidad de entrar al fondo del asunto planteado, y decidir sobre la cuestión debatida. Por tanto, las causales de improcedencia establecidas en la Ley de Amparo tienen una existencia justificada, en la medida en que, atendiendo al objeto del juicio, a la oportunidad en que puede promoverse, o bien, a los principios que lo regulan, reconocen la imposibilidad de examinar el fondo del asunto, lo que no lesiona el derecho a la administración de justicia, ni el de contar con un recurso sencillo y rápido, o cualquier otro medio de defensa efectivo.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y 248, 249, 250 fracciones II y III, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,
R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se sobresee el juicio en términos del Considerando Cuarto de la presente sentencia.
TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- 

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

